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Dispone el artículo 15 de la Ley 100 de 1993, que serán afiliados al Sistema General de Pensiones  de manera obligatoria 

“Todas aquellas personas vinculadas mediante contrato de trabajo o como servidores públicos. Así mismo, las personas naturales que presten directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado, bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios, o cualquier otra modalidad de servicios que adopten…”
Si bien la citada disposición no hace exclusiones a la afiliación del Sistema Pensional, el artículo 2º del Capítulo I del Decreto 758 de 1990, aplicable por la remisión que hace el inciso 2º del artículo 31 de la Ley 100 de 1993,  establece que:

“Quedan excluidos del Seguro Social Obligatorio de Invalidez, Vejez y Muerte: (…)

“d) Las personas que se hayan pensionado por el Régimen de los Seguros Sociales Obligatorios o hubieren recibido la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez o de invalidez por riesgo común…”
Se acepta por la jurisprudencia constitucional la procedencia de la acción de tutela para reconocer el pago de incapacidades médicas, cuando quien reclama no cuenta “con otra fuente de ingresos para satisfacer sus necesidades básicas y las de sus núcleos familiares, o de personas en situaciones extremas de vulnerabilidad” -T 177 de 2013-, pues en dichos casos es necesario garantizarle la protección de sus derechos a la salud y al mínimo vital. (…)

… la responsabilidad en el pago de las incapacidades causadas después del día 180, se rige por las disposiciones previstas en el artículo 23 del Decreto 2463 de 2001, siendo la jurisprudencia constitucional consistente en señalar que luego del día 181 de incapacidad, es la administradora de pensiones quien asume su pago, hasta tanto se defina su derecho pensional…

… procede la Sala a resolver el problema jurídico planteado, respecto de la impugnante -Colpensiones- para lo cual es necesario precisar que la negativa de esta entidad en cancelar a la actora las incapacidades generadas con posterioridad a la remisión del concepto favorable de calificación, se soporta en que le fue reconocida la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez mediante Resolución GNR 107639 de 24 de mayo de 2013…
De acuerdo con lo anterior, al haber recibido dicha prestación por parte Colpensiones, quedó excluida del seguro de invalidez y muerte de conformidad con lo previsto en las normas citadas, sin que pueda reconocerse la calidad de afiliado al sistema general de pensiones en la actualidad y por ende ninguna obligación tiene esa entidad de asumir el pago de incapacidades o realizar la calificación de pérdida de la capacidad laboral.
Con independencia del destino de los aportes realizados en el sistema pensional, a pesar de encontrarse excluida del sistema, debe señalarse que, contrario a lo que ocurre en régimen de pensiones, el sistema de salud no tiene este tipo de restricciones, por lo tanto, si la actora se encuentra cotizando de manera activa, deben serle garantizados todos los servicios y prestaciones que establece la ley, incluidas las incapacidades.

Y es que no puede perderse de vista, que tanto la Ley 1753 de 2015 -artículo 67- como la jurisprudencia de la Corte Constitucional han velado porque la persona que se encuentra incapacitada para laborar, debido a sus condiciones médicas, sean protegida por el sistema de seguridad social, de allí que incluso, para los casos en que no se alcanza el porcentaje de pérdida de PCL, pero se siguen generando incapacidades, la EPS debe asumir su pago…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, dieciocho de febrero de dos mil veinte
Acta N°       de 18 de febrero de 2020
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por COLPENSIONES, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el día 13 de diciembre de 2019, dentro del trámite de la Acción de Tutela que la señora LUZ MARINA QUINTERO RUIZ le promueve a esa entidad y a la EPS MEDIMAS.
ANTECEDENTES

Indica la señora Luz Marina Quintero Ruiz que desde el día 29 de agosto de 2018 hasta la fecha de presentación de la acción de tutela se encuentra incapacitada; que Medimás EPS, entidad encargada de prestarle el servicio de salud, al cumplir 180 días de licencia por enfermedad no emitió el concepto favorable de rehabilitación y no le canceló las incapacidades generadas con posterioridad.

Refiere que finalmente, el día 25 de junio de 2019 fue emitido con un pronóstico laboral favorable, el cual fue notificado el 3 de julio de 2019; que posteriormente, el día 9 de julio de igual año Colpensiones, entidad administradora de sus aportes pensionales, le informó que a su cargo se encontraba el pago de incapacidades generadas después del día 180; que luego de múltiples intentos por radicar la documentación pertinente ante esa entidad, finalmente le recibió las licencias por enfermedad ordenadas; sin embargo, con diferentes excusas, se ha negado a cancelar a su favor el beneficio económico que le otorga la ley

Es por lo anterior que solicita, en aras de salvaguardar los derechos fundamentales de petición, debido proceso, seguridad social, mínimo vital, solidaridad y dignidad humana, que se ordene a la EPS Medimás pagar la incapacidades otorgados desde el 28 de octubre de 2018 hasta el 23 de junio de 2019 y de ahí en adelante se inste a Colpensiones a pagar dicho auxilio por el tiempo que corresponda.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela fue admitida por al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad por auto de fecha 4 de diciembre de 2019, providencia en la que se concedió a las entidades accionadas el término de dos (2) días para que ejercieran su legítimo derecho de defensa.
Colpensiones dio respuesta a la acción indicando que a la señora Luz Marina Quintero Ruíz, mediante resolución GNR 107639 de mayo de 2013 le fue reconocida la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, la cual fue efectivamente cobrada por la suma de $4.409.484; que en virtud a ello, esa entidad no se encuentra obligada a reconocer a su favor prestación alguna, conforme se desprende del artículo 2º del Decreto 758 de 1990, así mismo señala que las indemnizaciones sustitutivas de vejez y de invalidez son incompatibles con las pensiones de vejez y de invalidez, según lo expuesto en el artículo 6º del Decreto 1730 de 2001.

Insiste que al haber manifestado la señora Quintero Ruiz su imposibilidad de continuar cotizando al sistema pensional, se le otorgó la indemnización sustitutiva de vejez, por lo cual no resulta procedente que hubiese continuado en el sistema.

Posteriormente, luego de hacer un recuento relacionado con las prestaciones económicas derivadas del sistema de salud y qué entidad debe cubrirlas dependiendo del riesgo, precisó que para el caso de las incapacidades superiores a 540 días se encuentran a cargo de la EPS con cargo a los recursos del Estado conforme lo establece la Ley 1753 de 2015; no obstante lo anterior, la entidad procedió realizar un breve recuento normativo para informar el procedimiento interno  para el reclamo de tal subsidio.
Finalmente, hizo notar que la acción de tutela no es el mecanismo llamado a resolver la situación puesta en conocimiento, en tanto existen medios de defensa ordinarios a través de los cuales puede reclamar el auxilio pretendido y solicitar la calificación que le fue negada en su oportunidad.

Una vez el Juzgado conoció la respuesta dada por Colpensiones y los anexos presentados, ordenó la vinculación de Famiparaiso S.A.S para determinar si la accionante laboraba para dicha entidad.

Posteriormente, en declaración rendida por la señora Luz Marina Quintero Ruíz esta informó que mientras laboraba para Famiparaiso se enfermó y fue incapacitada; que más adelante la Clínica se acabó, pero que le continúa pagando los aportes a la seguridad social en salud y pensión.

Por su parte Medimás EPS adujo en su defensa que en virtud a la iniciación de la acción de tutela canceló las incapacidades generadas desde el 24 de junio de 2019 hasta el 22 de septiembre de 2019, con lo cual se configura el hecho superado por carencia actual del objeto.
La IPS Famiparaiso S.A.S. confirmó la información suministrada por la actora al juzgado en diligencia realizada el 11 de diciembre de 2019, precisando que ella labora para la entidad desde el 8 de julio de 2015 hasta la fecha, indicando que se encuentra activa en sistema de salud y pensiones, afiliada a Medimás EPS y Colpensiones respectivamente, a pesar de que por orden de la Secretaría de Salud Departamental de Risaraldad, la entidad cerró sus puertas desde diciembre de 2018. 

Llegado el día de fallo, el juzgado de conocimiento, luego de hacer un recuento normativo y jurisprudencial atinente a la acción de tutela, la implicación que tiene el pago de la incapacidades médicas en el derecho fundamental a la seguridad social, decidió disponer su protección al advertir su vulneración por parte de Medimás EPS, al no expedir oportunamente el concepto favorable de rehabilitación, ordenando a ésta cancelar el auxilio correspondiente al periodo comprendido entre el 28 de febrero y el 23 de junio de 2019.

También verificó la funcionaria que a la IPS Famiparaiso S.A.S. le fueron girados a nombre de la trabajadora algunos ciclos por parte de la EPS Medimás, sin que a la fecha haya hecho entrega de los mismos a la trabajadora, por lo que ordenó su desembolso en el término de 48 horas.

A su vez, señaló a Colpensiones igual de responsable que las otras entidades por negarse a cumplir con su obligación una vez le fue remitido el concepto favorable de rehabilitación con el insostenible argumento de haber reconocido la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez a la actora, cuando en realidad hoy tiene la calidad de afiliada dependiente en virtud a su vínculo laboral con la IPS Famiparaiso S.A.S., lo que la obliga a dar la cobertura para la cual se efectuaron los aportes en pensiones que viene recibiendo.

En consecuencia ordenó a esta última el pago de las incapacidades generadas desde el mes de agosto de 2019 hasta cumplir 540 días.

Mediante escrito de fecha 17 de diciembre de 2019, la IPS Famiparaiso S.A.S. solicitó la aclaración de la providencia al advertir que, conforme la decisión del Juzgado el pago que debe realizar esa entidad es del orden de $2.998.478 y no de $13.010.212, como parece anotarlo la funcionaria en su fallo.

En escrito de fecha 19 de diciembre de 2019, el juzgado dispuso dejar incólume la providencia al no advertir la irregularidad anotada por la reclamante.
Inconforme con lo decidido, Colpensiones impugnó la decisión argumentando que se allegó certificado de relación de incapacidades en el que se evidencia que el día 26 de mayo de 2019 se interrumpió la prórroga y se inició un nuevo conteo por cambio de patología por lo que le corresponde a Medimás EPS asumir los pagos que se le imputan.

También señala que se encuentra en la imposibilidad real y material de cumplir la orden impartida, sin explicar la razón de tal manifestación.

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿Qué entidad debe pagar las incapacidades expedidas a la señora Luz Marina Quintero Ruiz?
Antes de entrar a revolver el interrogante formulado, es preciso anotar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
1. DE LA CALIDAD DE AFILIADO AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES
Dispone el artículo 15 de la Ley 100 de 1993, que serán afiliados al Sistema General de Pensiones  de manera obligatoria 

“Todas aquellas personas vinculadas mediante contrato de trabajo o como servidores públicos. Así mismo, las personas naturales que presten directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado, bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios, o cualquier otra modalidad de servicios que adopten, los trabajadores independientes y los grupos de población que por sus características o condiciones socioeconómicas sean elegidos para ser beneficiarios de subsidios a través del Fondo de Solidaridad Pensional, de acuerdo con las disponibilidades presupuestales”

Si bien la citada disposición no hace exclusiones a la afiliación del Sistema Pensional, el artículo 2º del Capítulo I del Decreto 758 de 1990, aplicable por la remisión que hace el inciso 2º del artículo 31 de la Ley 100 de 1993,  establece que:

“Quedan excluidos del Seguro Social Obligatorio de Invalidez, Vejez y Muerte:

(…)

d) Las personas que se hayan pensionado por el Régimen de los Seguros Sociales Obligatorios o hubieren recibido la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez o de invalidez por riesgo común, salvo para el caso de invalidez, que ésta hubiere cesado o desaparecido, en virtud de los programas de readaptación y rehabilitación por parte del Instituto”  -Negrilla para resaltar-
2. EL RECONOCIMIENTO DE LAS INCAPACIDADES LABORALES.

Se acepta por la jurisprudencia constitucional la procedencia de la acción de tutela para reconocer el pago de incapacidades médicas, cuando quien reclama no cuenta “con otra fuente de ingresos para satisfacer sus necesidades básicas y las de sus núcleos familiares, o de personas en situaciones extremas de vulnerabilidad” -T 177 de 2013-, pues en dichos casos es necesario garantizarle la protección de sus derechos a la salud y al mínimo vital.

Ahora, respecto a los mecanismos ordinarios y administrativos de defensa judicial, la Corte Constitucional, en sentencia T-447 de 2017, señaló:

“(…) si bien existe un proceso jurisdiccional a cargo de la Superintendencia Nacional de Salud al cual el actor podría acudir para que le diriman sus pretensiones
, este es ineficaz para la protección del derecho fundamental al mínimo vital del actor, más aún cuando esta Corte ha reconocido anteriormente que “la acción de tutela es el mecanismo idóneo para la protección de derechos fundamentales como el mínimo vital y la salud cuando el peticionario se ve desprovisto del pago de las incapacidades médicas. Esto, aun cuando el conocimiento de las reclamaciones concernientes a las prestaciones económicas del Sistema de Seguridad Social Integral corresponda, en principio, a la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y de la seguridad social”
. 

En el mismo sentido, a pesar de que el numeral 4 del artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social
 disponga que le corresponde a la Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social, conocer de asuntos como el que ocupa la atención de la Sala y, en principio, las reclamaciones relativas al reconocimiento y pago de incapacidades que puedan presentarse entre un afiliado y las entidades del Sistema de Seguridad Social Integral o su empleador deberían ser ventiladas por estas vía ordinaria, las consideraciones precedentes obligan a concluir que en el caso del señor López Cabrera estos no son eficaces ni idóneos.”

En ese sentido, analizando la normatividad que regula el tema se tiene que, al entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, el pago de licencias por enfermedad de origen común le fue asignado a las entidades encargadas de asegurar las contingencias en materia de seguridad social, correspondiéndole al Decreto 1049 de 1999, reglamentario de ésta última disposición, establecer que el empleador es responsable del pago de las incapacidades laborales de origen común iguales o menores a dos días y que las EPS cubren las que se causen desde entonces y hasta el día 180, siempre y cuando el empleador haya efectuado la afiliación del trabajador al SGSS, porque de lo contrario, o en el evento en que se encuentre en mora en las cotizaciones sin que la EPS se hubiera allanado a ella, el pago de las incapacidades corre por su cuenta.

Ahora, la responsabilidad en el pago de las incapacidades causadas después del día 180, se rige por las disposiciones previstas en el artículo 23 del Decreto 2463 de 2001, siendo la jurisprudencia constitucional consistente en señalar que luego del día 181 de incapacidad, es la administradora de pensiones quien asume su pago, hasta tanto se defina su derecho pensional.  En ese sentido, la Corte Constitucional en sentencia T-200-17, elaboró la siguiente tabla, respecto a la responsabilidad de las entidades que integran el SGSS:

	Periodo
	Entidad obligada
	Fuente normativa

	Día 1 a 2
	Empleador
	Artículo 1 del Decreto 2943 de 2013

	Día 3 a 180
	EPS
	Artículo 1 del Decreto 2943 de 2013

	Día 181 hasta 540 días
	Fondo de Pensiones
	Artículo 52 de la Ley 962 de 2005

	Día 541 en adelante
	EPS

	Artículo 67 de la Ley 1753 de 2015


Ahora, en sentencia T-140 de 2016, la Corte Constitucional, buscando llenar el vacío normativo que se presenta en relación con los afiliados que siendo calificados con un porcentaje de pérdida de capacidad inferior al 50% continúan siendo incapacitados entre el día 180 y el 540, concluyó que “los pagos por incapacidades superiores a los primeros 180 días deben ser asumidos por las Administradoras de Fondos de Pensiones hasta por 360 días adicionales, sin importar que ya se haya realizado la calificación de la pérdida de la capacidad laboral del afiliado, cuando este siga presentando afectaciones a su estado de salud que le impidan trabajar.”
3. CASO CONCRETO
Fuera de cualquier discusión se encuentra la procedencia de la acción de tutela para el reconocimiento de incapacidades médicas, toda vez que ha sido consistente la jurisprudencia de la Corte Constitucional en considerar este mecanismo como principal, en atención a que se torna latente la vulneración del derecho fundamental al mínimo vital, en tanto se entiende como única fuente ingresos para los afiliados que no se encuentran en condiciones para laborar por motivos médicos, razón por la que también ha considerado esa Alta Magistratura, la falta de idoneidad y eficacia de los mecanismos ordinarios y administrativos de defensa judicial, para dar pronta solución a esta situación de vulnerabilidad.

De acuerdo con la pruebas adosadas al plenario, se tiene que en la actualidad, la señora Luz Marina Quintero Ruiz, cuenta con 63 años de edad y padece, según el líbelo inicial, “SINDROME METABOLICO, DIABETES TIPO II EN MANERJO CON METAFORMINA, HIPERTENSIÓN ARTERIAL SISTÉMICA ESENCIAL, CÁNCER DEL CANAL ANAL EN MANEJO CON CIRUGÍA, RADIOTERAPIA Y QUIMIOTERAPIA, DOLOR LUMBAR CRÓNICO ASOCIADIO A ESPONDILOSIS Y UN LESIÓN METASTASICA, DOLOR AXIAL CERVICAL DORSAL Y LUMBAR IRRADIADO A MIEMBROS INFERIORESD DE DIFICIL CONTROL Y DOLOR NEUROPÁTICO, CEFALEA, PÉRIDA DE LA LORDOSIS LUMBAR, ESPASMO MARCADO, ARCOS DE MOVIMIENTO MUY LIMITADOS”, condición médica que no fue controvertida por las llamada a juicio al momento de dar respuesta a la acción, situación ésta que amerita un trato especial por parte del Estado.

En ese sentido entonces, procede la Sala a resolver el problema jurídico planteado, respecto de la impugnante -Colpensiones- para lo cual es necesario precisar que la negativa de esta entidad en cancelar a la actora las incapacidades generadas con posterioridad a la remisión del concepto favorable de calificación, se soporta en que le fue reconocida la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez mediante Resolución GNR 107639 de 24 de mayo de 2013 -fl 65 a 66-.

De acuerdo con lo anterior, al haber recibido dicha prestación por parte Colpensiones, quedó excluida del seguro de invalidez y muerte de conformidad con lo previsto en las normas citadas, sin que pueda reconocerse la calidad de afiliado al sistema general de pensiones en la actualidad y por ende ninguna obligación tiene esa entidad de asumir el pago de incapacidades o realizar la calificación de pérdida de la capacidad laboral.

Ahora, no desconoce la Sala la situación especial en la que se encuentra la actora, pues pese a la exclusión referida,  en la actualidad tiene un contrato de trabajo con la empresa IPS Famiparaiso S.A.S. entidad que pese a no encontrarse en funcionamiento por orden de la Secretaria de Salud del Departamento, viene asumiendo el pago de los aportes en salud y pensión de la actora, motivo por el cual los servicios de salud le son prestados por Medimás EPS.

Con independencia del destino de los aportes realizados en el sistema pensional, a pesar de encontrarse excluida del sistema, debe señalarse que, contrario a lo que ocurre en régimen de pensiones, el sistema de salud no tiene este tipo de restricciones, por lo tanto, si la actora se encuentra cotizando de manera activa, deben serle garantizados todos los servicios y prestaciones que establece la ley, incluidas las incapacidades.

Y es que no puede perderse de vista, que tanto la Ley 1753 de 2015 -artículo 67- como la jurisprudencia de la Corte Constitucional han velado porque la persona que se encuentra incapacitada para laborar, debido a sus condiciones médicas, sean protegida por el sistema de seguridad social, de allí que incluso, para los casos en que no se alcanza el porcentaje de pérdida de PCL, pero se siguen generando incapacidades, la EPS debe asumir su pago con cargo a los recursos administrados por la Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS).
En este caso, bien puede acudirse a esta solución, pues encontrando que en principio, ninguna obligación le asiste a Colpensiones, lo que corresponde entonces es que Medimás EPS asuma las incapacidades médicas que se generen a favor de la actora, mientras ésta sea su afiliada.
De acuerdo con lo expuesto, el ordinal CUARTO de la sentencia de primer grado será modificado para ordenar a MEDIMAS EPS, a través de su representante legal, doctor Alex Fernando Martínez Guarnizo o quien haga sus veces que, en el término de diez (10) días hábiles, proceda a cancelar a favor de la señora LUZ MARINA QUINTERO RUIZ las incapacidades otorgadas a partir del 23 de septiembre de 2019 inclusive -ultima incapacidad que giró a favor de la IPS Famiparaiso S.A.S (fl 81 vto)- y las que se generen con posterioridad.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: MODIFICAR el ORDINAL CUARTO la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, el día 13  de diciembre de 2019, el cual quedará así:

“CUARTO.- ORDENAR a MEDIMAS EPS, a través de su representante legal, doctor Alex Fernando Martínez Guarnizo o quien haga sus veces que, en el término de diez (10) días hábiles, proceda a cancelar a favor de la señora LUZ MARINA QUINTERO RUIZ las incapacidades otorgadas a partir del 23 de septiembre de 2019 y las que se generen con posterioridad”.

TERCERO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada.

CUARTO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
QUINTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
� Desarrollado en la Ley 1122 de 2007, en virtud de la cual se llevaron a cabo algunas modificaciones en el Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictaron otras disposiciones, donde se consagró expresamente que la Superintendencia Nacional de Salud además de ejercer su cometido genérico de inspección, vigilancia y control en el sector, tendrá la competencia para ejercer una función jurisdiccional, como lo señala su artículo 41º “con el fin de garantizar la efectiva prestación del derecho a la salud de los usuarios del Sistema General de Seguridad Social en Salud y en ejercicio del artículo 116 de la Constitución Política”. Entonces, en el ejercicio de dicha labor podrá “conocer y fallar en derecho, con carácter definitivo y con las facultades propias de un juez”  distintos asuntos, entre ellos: “b) (el) reconocimiento económico de los gastos en que haya incurrido el afiliado por concepto de atención de urgencias en caso de ser atendido en una IPS que no tenga contrato con la respectiva EPS cuando haya sido autorizado expresamente por la EPS para una atención específica y en caso de incapacidad, imposibilidad, negativa injustificada o negligencia demostrada de la Entidad Promotora de Salud para cubrir las obligaciones para con sus usuarios”  (negrillas y subrayado fuera del texto). Finalmente, dicha disposición agrega que esta autoridad sólo podrá conocer y fallar tales asuntos a petición de parte y, no podrá conocer de ningún caso que por virtud de las disposiciones legales vigentes deba ser sometido a un proceso de carácter ejecutivo o acciones de carácter penal, agregando que el trámite a seguir en este tipo de procedimientos será el previsto en el artículo 148 de la Ley 446 de 1998.


�Sentencia T-140/16.


�“Las controversias referentes al sistema de seguridad social integral que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, cualquiera que sea la naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se controviertan”.


� La EPS podrá perseguir el pago de dichas incapacidades ante la Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, según el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015.
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